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R-DJ-318-2009
CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. División Jurídica.  San José, a las ocho horas del  diez de diciembre de dos mil nueve. ----------------------------------------------------------------
Recurso de apelación interpuesto por City Courier, S. A., en contra del acto de adjudicación de la Licitación Abreviada N° 2009LA-00051-Proturismo, promovida por el  Instituto Costarricense de Turismo, para la contratación de servicios de envíos pequeños y económicos al exterior,  recaído aquél a favor de Correos de Costa Rica, S. A.,  por un monto de $170.000,00. --------------------------
RESULTANDO:

I.  City Courier, S. A., mediante escrito presentado a las catorce horas con treinta y siete minutos del veinticuatro de noviembre de dos mil nueve, interpuso recurso de apelación contra el acto de adjudicación de la referida licitación  y al efecto, alegó:  1) Sobre la Certificación de la CCSS: Que la adjudicataria, Correos de Costa Rica, S. A. presentó una certificación  extendida por la CCSS del día 23 de octubre (antes de la prevención que hizo la Administración) y que no indica que el día 14 de octubre de 2009 (día de la fecha apertura ofertas), se encontraba al día en el pago de las cuotas obrero patronales, por lo que incumplió un requisito de admisibilidad.  2) Sobre la correspondencia “LC”.  Que la adjudicataria al atender la prevención que le hizo la Administración no aclaró cuales de los envíos de la presente contratación, catalogan como correspondencia “LC”. --------------------------------------------------------------------------------------------
III. Esta División Jurídica solicitó el respectivo expediente administrativo al Instituto Costarricense de Turismo. ------ --------------------------------------------------------------------------------------------------
IV. En los procedimientos se han observado las prescripciones de ley.------------------------------------
CONSIDERANDO:

I.- Hechos Probados: Esta División para la resolución del presente recurso ha tenido por probados los siguientes hechos: 1) Que  el  Instituto Costarricense de Turismo promovió la Licitación Abreviada N° 2009LA-00051-Proturismo para la contratación de servicios de envíos pequeños y económicos al exterior, señalando que el plazo para la recepción de ofertas, vencía el 14 de octubre de 2009, a las 11:00 horas (ver notificación a proveedores en el expediente administrativo, folios 032 a 049). 2) Que participaron como oferentes, entre otro,  City Courier S. A. (oferta 1) y Correos de Costa Rica, S. A. (oferta 2) (ver ofertas en el expediente administrativo, folios 050 a 176).  3) Que resultó adjudicataria Correos de Costa Rica, S. A. (ver notificaciones de 19 de noviembre de 2009,  en el expediente administrativo, folios 275 a 279 ). 4) Que el cartel, en lo que interesa, indicó: “9.3 CERTIFICACIÓN DE LA CCSS. La oferta debe incluir certificación de estar inscrito, activo y al día en el pago de las obligaciones de la Caja Costarricense de Seguro Social o, que tiene un arreglo de pago aprobado por esa Institución de conformidad con el artículo 65 del RLCA. [...]” (ver cartel,  en el expediente administrativo, folios 024 y 025). 5) Que  Correos de Costa Rica, S. A., indicó en su oferta: “9.3 Certificación de la CCSS. Entendido y aceptado ver anexo VI” (ver oferta en el expediente administrativo, folio 174). 6) Que  en la oferta de Correos de Costa Rica, S. A., en el Anexo VI,  se  adjuntó  Documento de Consulta de Morosidad, realizada por el señor Mynor Coto Vargas, funcionario de Correos de Costa Rica, S. A., en lo que interesa, indica: “Al ser las 8:24 AM del 09/10/2009 he procedido a consultar vía Web de la Caja Costarricense de Seguro Social- Sistema Centralizado de Recaudación (SICERE) a: CORREOS DE COSTA RICA SOCIEDAD ANÓNIMA, CÉDULA (FIS/JUR) 3101227869/ REVISADOS LOS REGISTROS POR CONCEPTO DE CUOTAS O BRERAS Y PATRONALES, ARREGLOS DE PAGO, CHEQUES DEBITADOS Y OTRAS FACTURAS, EL PATRONO/TRABAJADOR INDEPENDIENTE ARRIBA DETALLADO CON CÉDULA Y RAZÓN SOCIAL INDICADA SE ENCUENTRA AL DÍA”  (ver documento en el expediente administrativo,  folio 087).  7)  Que el Instituto Costarricense de Turismo,  por oficio PRO-1937-2009 de 11 de noviembre de 2009, solicitó a Correos de Costa Rica, S. A., presentar en el plazo de dos días hábiles lo siguiente: “1. La Certificación de la CCSS que demuestre que a la fecha de apertura de ofertas, la empresa se encontraba al día con sus obligaciones. 2. Aclarar según la Ley de Correos N° 7768 de 24 de abril de 1998, publicada en La Gaceta N° 103 de 29 de marzo de 1998, Alcance 20 y su respectivo Reglamento Decreto Ejecutivo N° 27238 de 18 de agosto de 1998, así como el Voto de la Sala Cuarta N° 09-013603 de 26 de agosto de 2009, cuales de los envíos de la presente contratación, catalogan como correspondencia “LC” [...]” (ver oficio en el expediente administrativo, folio 251).  8) Que Correos de Costa Rica, S. A., por oficio GC-1235-09 de 12 de noviembre de 2009, dio respuesta a lo solicitado por la Administración en el oficio PRO-1937-2009 , señalando que adjunta Certificación de la CCSS, oficio del Departamento Legal sobre lo pedido en el punto 2 (ver oficio a folio 265, del expediente administrativo).  9) Que Correos de Costa Rica, S. A., a solicitud de la Administración,  presentó Certificación de la CCSS, en lo que interesa, indica: “RAZÓN SOCIAL/ NOMBRE/ CORREOS DE COSTA RICA SOCIEDAD ANÓNIMA/ [...].REVISADOS LOS REGISTROS POR CONCEPTO DE CUOTAS O BRERAS Y PATRONALES, ARREGLOS DE PAGO, CHEQUES DEBITADOS Y OTRAS FACTURAS, EL PATRONO/TRABAJADOR INDEPENDIENTE ARRIBA DETALLADO CON CÉDULA Y RAZÓN SOCIAL INDICADA SE ENCUENTRA AL DÍA. DADA EN SUCURSAL OFICINAS CENTRALES AL 23/OCT/2009 [...]” (ver Certificación en el expediente administrativo, folio 264).10) Que en el cuadro de calificación de ofertas elaborado por la Administración, como nota final,  asignó a la oferta de Correos de Costa Rica, S. A. (oferta 2) 85,00 puntos y a City Courier A. A. (oferta 1), 74,17 puntos  (ver cuadro en el expediente administrativo, folio 261).-------------------------------------------- 
 II. Sobre la competencia por monto para conocer del recurso. En el presente caso, debe considerarse que la contratación en cuestión se adjudicó hasta por un monto de $170.000.00, en virtud de que el punto 7 del cartel advirtió que el plazo sería de un año y medio, prorrogable por un período igual, haciendo la salvedad de que el monto estimado a ejecutar sería de $170.000.00 (folio 25 del expediente administrativo), de forma que si dicho monto se ejecutaba antes del plazo debería valorarse si continuaba el contrato según el disponible presupuestario. De esa forma, tenemos que la cantidad de envíos, ni el monto del contrato era definido; de forma que dependería del contenido presupuestario como límite único, por lo que en principio se trataría de un contrato de de cuantía inestimable, con lo cual este órgano contralor resultaría competente para conocerlo. En ese sentido, estima este órgano contralor que como se ha advertido en los supuestos de entrega según demanda bajo licitaciones abreviadas (Resolución No. R-DCA-259-2008 de las 9:00 horas del 30 de mayo de 2008), no podría superarse el límite máximo del procedimiento seguido, sea la licitación abreviada. Lo anterior, bajo una lectura acorde con los principios de eficiencia y la conservación de los actos, en la medida que bien podría interpretarse que el procedimiento no se ajusta a las regulaciones de la materia en cuanto a la naturaleza del objeto contractual y en consecuencia pretender la nulidad del concurso, aspecto que se dejaría solventado con los límites ya referidos.-----
III.- Sobre la  admisibilidad del  recurso. Como se desprende de la lectura del artículo 86 de la Ley de Contratación Administrativa, existe un plazo de 10 días hábiles en el cual la Contraloría General dispone sobre la tramitación del recurso o bien de su rechazo de plano por inadmisible o por improcedencia manifiesta; en este último sentido se orienta también el artículo 180 del Reglamento de Contratación Administrativa; todo ello con el propósito de evitar el entorpecimiento indebido de la actividad administrativa. Al respecto indica: “ La Contraloría General de la República dispondrá, en los primeros diez días hábiles, la tramitación del recurso o, en caso contrario, su rechazo por inadmisible o por improcedencia manifiesta. Esta facultad podrá ejercerse en cualquier etapa del procedimiento en que se determinen esos supuestos” (el subrayado no corresponde al original). En un sentido similar se orienta el párrafo segundo del artículo 178 del Reglamento de Contratación Administrativa, señalando que dentro de los diez días hábiles siguientes al vencimiento del plazo para apelar,  la Contraloría General de la República  deberá analizar la admisibilidad y procedencia general del recurso, procurando detectar en esta etapa las gestiones inadmisibles o manifiestamente improcedentes, para proceder a su rechazo de inmediato. Así tenemos, que para recurrir el acto de adjudicación,  resulta imprescindible que la apelante acredite su aptitud para resultar readjudicataria, de tal forma que el recurso es improcedente en forma manifiesta, entre otras razones, cuando no logre acreditar su mejor derecho a la adjudicación del concurso, sea porque su propuesta resulte inelegible o porque aún en el caso de prosperar su recurso, no sería válidamente beneficiado con una eventual adjudicación, de acuerdo con los parámetros de calificación que rigen el concurso; tal y como lo dispone el numeral 180 inciso b) del Reglamento de Contratación Administrativa. Por otra parte, el artículo 177, de ese mismo cuerpo reglamento indica que el recurso debe estar debidamente fundamentado y el apelante deberá aportar la prueba  en que se apoyen sus argumentaciones. Asimismo, dicho numeral dispone que el ofrecimiento de prueba que no pueda presentarse al momento de la interposición del recurso, deberá contemplarse en el escrito de apelación, con indicación expresa de los motivos por los cuales no puede ser aportada en ese momento, siendo que dicha prueba debe presentarse dentro del primer tercio del plazo con que cuenta la Contraloría General para resolver el recurso. En este orden, tenemos que la apelante debe aportar la prueba en que apoya sus argumentaciones y cuando discrepe de los estudios técnicos y legales que sirven de motivo para adoptar la decisión, deberá rebatir en forma razonada tales estudios, aportando los dictámenes y estudios emitidos por profesionales calificados en la materia.   Desde esta perspectiva, procederemos a analizar los dos alegatos planteados por la recurrente en contra del acto de adjudicación. Valga señalar, que  en el caso que nos ocupa, hemos tenido por demostrado que la recurrente resultó elegible en el presente concurso y ocupó el segundo lugar en la calificación (ver hecho probado 10).  1) Sobre la Certificación de la Caja Costarricense de Seguro Social:  El apelante cuestiona que la adjudicataria, Correos de Costa Rica, S. A., no cumplió con lo exigido en el punto 9.3 del cartel, el cual,  se  fundamenta en lo dispuesto en el artículo 65 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa,  en el sentido de que el oferente debe aportar Certificación de la Caja Costarricense de Seguro Social, en la que demuestre que a la fecha de apertura de ofertas se encontraba al día con sus obligaciones, toda vez que presentó una certificación  extendida por la CCSS del día 23 de octubre (antes de la prevención que hizo la Administración) y  no indica que el día 14 de octubre de 2009 (día de la fecha apertura ofertas), se encontraba al día, por lo que incumplió con un requisito de admisibilidad.  Al respecto, tenemos que el cartel, en el punto 9.3, sobre la Certificación de la CCSS, indicó que la oferta debe incluir certificación de estar inscrito, activo y al día en el pago de las obligaciones de la Caja Costarricense de Seguro Social o, que tiene un arreglo de pago aprobado por esa Institución de conformidad con el artículo 65 del RLCA (ver hecho probado 4). Por su parte, el artículo 65, inciso c), del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, establece  como requisito para todos los oferentes, el aportar “Certificación de que el oferente se encuentra al día en el pago de las obligaciones obrero patronales con la Caja Costarricense del Seguro Social (en adelante CCSS),  o bien, que tiene un arreglo de pago aprobado por ésta, vigente al momento de la apertura de las ofertas.....”. También, hemos tenido por demostrado que acto de apertura de las ofertas fue el día  14 de octubre de 2009 (ver hecho probado 1); por lo que en el caso concreto,  una vez analizado el expediente administrativo, puede concluirse que si bien en la oferta de la adjudicataria, se aportó un documento de Consulta de Morosidad del pago de las cuotas obrero patronales, realizada por el señor Mynor Coto Vargas (funcionario de la empresa que resultó adjudicataria) y en la que se indicó que el día 9 de octubre de 2009,  procedió  a consultar vía Web de la Caja Costarricense de Seguro Social- Sistema Centralizado de Recaudación (SICERE) a Correos de Costa Rica, S. A. En dicho documento se indicó que “REVISADOS LOS REGISTROS POR CONCEPTO DE CUOTAS OBRERAS Y PATRONALES, ARREGLOS DE PAGO, CHEQUES DEBITADOS Y OTRAS FACTURAS, EL PATRONO/TRABAJADOR INDEPENDIENTE ARRIBA DETALLADO CON CÉDULA Y RAZÓN SOCIAL INDICADA SE ENCUENTRA AL DÍA” (ver hecho probado 6).  Por otra parte, la adjudicataria, por oficio de 12 de noviembre de 2009, en  atención a la prevención que hizo la Administración por oficio  PRO-1937-2009, presentó una Certificación de la CCSS, extendida por las Oficinas Centrales,  en la que se indicó que al 23 de octubre de 2009,  Correos de Costa Rica Sociedad Anónima, se encontraba al día en el pago de las cuotas obreras y patronales (ver hechos probados 8 y 9).   De lo anterior se infiere,  que la empresa adjudicataria, Correos de Costa Rica, S. A., presentó con su oferta la respectiva Certificación de la CCSS, en la que consta que al día 9 de octubre de 2009, se encontraba al día en el pago de las cuotas obrero patronales y posteriormente, presentó la referida Certificación, en al que se indicó que al 23 de octubre de 2009, se encontraba al día en el pago de dichas cuotas. Al respecto, conviene señalar que, si bien existe una posible inconsistencia en las fechas de las certificaciones, lo cierto que tales documentos no prueban que la firma adjudicataria estuviera morosa al momento de la apertura de ofertas, que es el vicio que se ha imputado en este caso. En ese sentido, tenemos que no basta suponer una determinada situación o señalar una inconsistencia, sino que debe demostrarse el incumplimiento imputado. Es por ello que, en nuestro criterio la firma recurrente  no fundamenta ni aporta prueba fehaciente para  demostrar  con su alegato,  sea que la oferta de la adjudicataria incumplió un requisito de admisibilidad, exigido en el precitado punto 9.3 del  cartel y tampoco expone las razones  que le hicieron imposible la presentación dicha prueba, en donde conste que a la fecha de la apertura de ofertas, sea el 14 de octubre de 2009 (ver hecho probado 1). Desde esa óptica el recurso carece de la prueba suficiente para demostrar el incumplimiento y debe reiterarse que tampoco se ha alegado que no pudiera obtenerse, ni se solicitó a este órgano contralor que requiriera esa prueba para mejor resolver en virtud de que no le fuera suministrada por la Caja Costarricense del Seguro Social. Es por ello que este órgano contralor no puede atender meras suposiciones, sino incumplimientos acompañados de la prueba correspondiente; por lo que no se cumplió con lo establecido en el numeral 88 de la Ley de Contratación Administrativa y 177 de su Reglamento. En relación con la carga de la prueba en los recursos de apelación, este Despacho ha sostenido reiteradamente que la carga la tiene quién afirma,  es decir, el recurrente que afirma un incumplimiento de un eventual adjudicatario o pretende demostrar su indebida exclusión por ejemplo por aspectos de orden técnico o legal, debe demostrar sus afirmaciones y en ese sentido,  acompañar de la prueba pertinente su recurso, pues no es admisible que sea esta Contraloría General quién deba fabricarle la prueba a los apelantes, sino que ante la prueba aportada si puede ocurrir que se requiera oficiosamente prueba técnica o legal, pero esta circunstancia en modo alguno implica que el recurrente se encuentre eximido de sustentar sus afirmaciones. Así las cosas, la apelante  desconoce un aspecto de vital importancia a nivel procesal, cual es que la carga de la prueba le corresponde a quien recurre, con lo cual desatiende una de sus obligaciones fundamentales al acudir a esta Sede.   Así pues,  estimamos procedente rechazar el recurso en este extremo por falta de fundamentación, en los términos previstos por el artículo 180 inciso d) del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa.  2) Sobre la correspondencia “LC”.  La recurrente alegó que  la adjudicataria no cumplió con lo solicitado en el punto 2,  de la prevención que le hizo la Administración por nota del 11 de noviembre pasado, en la que le solicitó aclarar cuales de los envíos de la presente contratación, catalogan como correspondencia “LC”, dado que en la nota de la Licda. Alexandra Elizondo,  del 12 de noviembre de 2009, se limitaron a indicar lo que es correspondencia LC, más no, cuales de los envíos de la contratación de marras cumplen con esta categoría.  Al respecto, tenemos que la recurrente no fundamenta  su recurso, en el sentido de que la oferta adjudicada,  haya incumplido un requisito de admisibilidad requerido en el  cartel, en cuanto a lo relacionado al tipo de correspondencia “LC”.  Dado lo anterior,  una vez analizado el expediente administrativo y el cartel en particular, no hemos podido constatar que se solicitara que el oferente debía indicar cuales de los envíos de este negocio, se catalogan como correspondencia “LC”, ni tampoco se indica en el recurso cuáles cláusulas cartelarias han sido incumplidas o si la adjudicataria está imposibilitada por esas categorías de correspondencia para cumplir con el contrato adjudicado. De esa forma, tenemos que la recurrente no logró demostrar que la  oferta de la adjudicataria haya incurrido en un incumplimiento en cuanto a este punto, tal como lo exige el artículo 88 de la Ley de Contratación Administrativa. Por consiguiente, su alegato resulta improcedente, por falta de fundamentación, en este extremo. Por lo que viene expuesto,  estimamos que la firma recurrente no le asiste legitimación para interponer su recurso, en virtud  de que no logró acreditar con sus alegatos ni con prueba documental, que su defensa es sólida, para  que le asista un mejor derecho en este concurso para ser readjudicataria, por lo que  de conformidad con la disposición del artículo 180,  incisos a)  y d) del Reglamento de Contratación Administrativa,  procedemos a  rechazar de plano su recurso  por improcedencia manifiesta. -----------------------------
POR TANTO

De conformidad con lo expuesto y lo dispuesto en los artículos 182, 183 y 184 de la Constitución Política; 28, 30, 34 y 37, inciso 3), de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República;  4, 5, 84, 85 y 86 de la Ley de Contratación Administrativa; 2, 174, 178 y 180 incisos a y b) del Reglamento de Contratación Administrativa, se resuelve:  Rechazar de plano por improcedencia manifiesta por falta de fundamentación el recurso de apelación interpuesto por City Courier, S. A., en contra del acto de adjudicación de la Licitación Abreviada N° 2009LA-00051-Proturismo, promovida por el  Instituto Costarricense de Turismo, para la contratación de servicios de envíos pequeños y económicos al exterior,  recaído aquél a favor de Correos de Costa Rica, S. A.,  por un monto de $170.000,00. De conformidad con el artículo 90 de la Ley de Contratación Administrativa, se da por agotada la vía administrativa. -----------------------------------------------------
NOTIFIQUESE---------------------------------------------------------------------------------------------------
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